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Resumen 

Esta Minuta ha sido elaborada para apoyar la participación de la 

delegación de la Cámara de Diputadas y Diputados en la reunión 

de la Comisión de Medio Ambiente y Turismo del Parlamento 

Latinoamericano y Caribeño (PARLATINO), que tendrá lugar en 

Ciudad de Panamá (Panamá) durante la primera semana del mes 

de junio de 2025. En particular, entrega antecedentes para 

participar en el primer tema de agenda, titulado “Instrumentación 

del Acuerdo de Escazú”. 
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1. Antecedentes generales 

América Latina y el Caribe es una región que enfrenta desafíos ambientales de 

gran envergadura como producto de los impactos del cambio climático, la pérdida 

de biodiversidad, la desertificación, y la sobreexplotación de sus recursos 

naturales. En ese contexto, el derecho a vivir en un medio ambiente sano se torna 

apremiante, ya que se relaciona muy estrechamente con el bienestar y la calidad 

de vida de sus habitantes, y se hace presente en múltiples conflictos 

socioambientales en los países de la región. Todo ello sin desconocer los progresos 

de las últimas décadas en legislación y políticas de protección medioambiental que, 

sin embargo, los propios Estados, las organizaciones internacionales y la sociedad 

civil reconocen como desiguales e insuficientes.  

Con este panorama, los países de América Latina y el Caribe adoptaron en 

marzo de 2018 un nuevo instrumento internacional, el Acuerdo de Escazú, por el 

cual asumen compromisos vinculantes en materia de derechos ambientales. Su 

principal objetivo consiste en implementar a cabalidad la tríada de derechos de 

acceso -a la información, a la participación pública, y a la justicia ambiental- 

previamente consagrados en Declaraciones de alcance mundial en el marco de las 

Naciones Unidas para impulsar una gobernanza ambiental democrática a nivel 

nacional e internacional que aporte al desarrollo sostenible.  

En base a algunos antecedentes previos, la Conferencia de las Naciones Unidas 

sobre Medio Ambiente y Desarrollo -conocida como “Cumbre de la Tierra”- 

celebrada en Río de Janeiro (Brasil) en 1992 sentó los criterios para este cambio 

en las formas de la gobernanza ambiental. Ello se plasmó en el Principio 10 de la 

Declaración de Río, que sitúa el énfasis en la participación de todos los ciudadanos 

interesados como elemento clave para la toma de decisiones públicas en materias 

de medio ambiente. Para ello, se deben asegurar el derecho de acceder a la 

información necesaria y pertinente, como también a los mecanismos de toma de 

decisiones de manera oportuna, y a los procedimientos jurisdiccionales cuando 

sean requeridos. Así lo señala explícitamente la Declaración de Río:  
“El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos 

los ciudadanos interesados, en el nivel que corresponda. En el plano nacional, toda 
persona deberá tener acceso adecuado a la información sobre el medio ambiente de 
que dispongan las autoridades públicas, incluida la información sobre los materiales y 
las actividades que encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de 
participar en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y 
fomentar la sensibilización y la participación de la población poniendo la información a 
disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos 

judiciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento de daños y los recursos 
pertinentes”.1 

Resulta significativo que el Principio 10 consagra el carácter conjunto e 

interrelacionado de los tres derechos de acceso -a la información, a la participación 

y a la justicia ambiental- por lo que se requieren acciones para implementarlos de 

manera sistemática e integrada. Al mismo tiempo, establece una sinergia entre 

derechos ambientales y derechos humanos, y los liga a la construcción de una 

gobernanza democrática como forma de impulsar el desarrollo sostenible.2 Su 

                                           
1 NACIONES UNIDAS, Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, adoptada por la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, Río de Janeiro (Brasil), 3 al 14 
de junio de 1992, Principio 10, disponible en: 
https://www.un.org/spanish/esa/sustdev/documents/declaracionrio.htm [acc. 27/05/25]. 
2 Médici Colombo, Gastón, “El Acuerdo Escazú: la implementación del Principio 10 de Río en América 
Latina y el Caribe”, Revista Catalana de Dret Ambiental, vol. IX, n° 1, 2018, pp. 1-66, en pp. 4-6, en: 

https://www.un.org/spanish/esa/sustdev/documents/declaracionrio.htm
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centralidad para el paradigma del desarrollo sostenible conduce a su presencia en 

los principales documentos de la agenda internacional del desarrollo de las tres 

últimas décadas y, de hecho, en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. De 

hecho, es parte central del ODS 16, “Promover sociedades justas, pacíficas e 

inclusivas”, cuyas metas establecen la necesidad de garantizar el acceso público a 

la información, la adopción de decisiones inclusivas, participativas y 

representativas en todos los niveles, y la igualdad de acceso a la justicia para 

todos.3   

De este modo, se radican en los Estados ciertas obligaciones de actuar para 

garantizar los derechos de acceso, a través de reformas legislativas, de políticas 

y/o de gestión. Sin embargo, dado el carácter no vinculante de esos instrumentos 

internacionales, los progresos realizados han sido lentos, desiguales, y poco 

sistemáticos a nivel de nuestra región y en el mundo. Considerando esta 

experiencia previa, y atendiendo a las condiciones particulares de América Latina 

y el Caribe, 10 países de la región -con el liderazgo de Chile- suscribieron la 

Declaración sobre la aplicación del Principio 10 de la Declaración de Río en América 

Latina y el Caribe4, en el marco de la Conferencia de Desarrollo Sostenible de 

Naciones Unidas (Río+20) en julio de 2012.  

La propuesta se había elaborado en una reunión regional preparatoria para 

dicha Conferencia, en septiembre de 2011, con la activa participación de la CEPAL 

y de organizaciones de la sociedad civil.5 Esta Declaración sobre la aplicación del 

Principio 10 contemplaba elaborar un plan de acción para avanzar hacia un 

convenio regional o algún otro instrumento para fortalecer su implementación 

efectiva en los países latinoamericanos y caribeños, lo que constituyó el inicio del 

proceso de elaboración del Acuerdo de Escazú. 

2. El proceso de elaboración y los principales contenidos del 

Acuerdo de Escazú 

A partir de la citada Declaración latinoamericana suscrita en la Conferencia 

Río+20, los países de la región desarrollaron un proceso de diálogo, negociación y 

elaboración en que destacó que, junto a los Estados, hubo una significativa 

participación del público y se contó con el apoyo de la CEPAL como secretaría 

técnica.6 El proceso tuvo el liderazgo de las delegaciones de Chile y Costa Rica que 

compartieron la presidencia de las reuniones e instancias de negociación.  

En una primera etapa preparatoria, se desarrollaron cuatro reuniones de puntos 

focales designados por los gobiernos entre 2012 y 2014, que permitieron definir 

la hoja de ruta. Asimismo, se crearon dos grupos de trabajo para avanzar en la 

discusión sobre las líneas prioritarias en materia de fortalecimiento de capacidades 

y cooperación, y respecto a los derechos de acceso y el instrumento regional. Esta 

                                           
https://raco.cat/index.php/rcda/article/view/342121/433202 [acc. 26/05/25].  
3 NACIONES UNIDAS, Objetivo 16: Promover sociedades justas, pacíficas e inclusivas, s.f., en: 
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/peace-justice/ [acc. 27/05/25].   
4 Durán, Valentina y Nalegach, Constance, “¿Por qué Chile debe adherir al Acuerdo de Escazú?”, 
Perspectivas CDA, n° 2, Noviembre 2020, pp. 1-39, en pp. 2-3, en: https://uchile.cl/dam/jcr:e2cf1da8-
2aa2-41fe-a02d-e67362c42a4e/perspectivascda2vf20.11.pdf [acc. 26/05/25]. 
5 Médici Colombo, Gastón, “El Acuerdo Escazú…”, op. cit., pp. 9-11. 
6 Para la descripción de las etapas del proceso, se toman los antecedentes que entrega la secretaría 
técnica, ver: CEPAL, Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el 
Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, s.f., en: 
https://www.cepal.org/es/acuerdodeescazu [acc. 26/05/25]. 

https://raco.cat/index.php/rcda/article/view/342121/433202
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/peace-justice/
https://uchile.cl/dam/jcr:e2cf1da8-2aa2-41fe-a02d-e67362c42a4e/perspectivascda2vf20.11.pdf
https://uchile.cl/dam/jcr:e2cf1da8-2aa2-41fe-a02d-e67362c42a4e/perspectivascda2vf20.11.pdf
https://www.cepal.org/es/acuerdodeescazu


Biblioteca del Congreso Nacional, Departamento de Estudios, Extensión y Publicaciones 

 

4 

fase concluyó con la Decisión de Santiago que se adoptó en noviembre de 2014, 

abriendo formalmente la negociación del acuerdo regional. Se creó un Comité de 

Negociación integrado por 24 países de la región, liderado por una Mesa Directiva 

co-presidida por Chile y Costa Rica, y se eligieron seis representantes del público 

(dos titulares y cuatro alternos). La etapa de negociación se prolongó entre 2014 

y 2018, a través de nueve reuniones del Comité Negociador concluyendo con la 

adopción del texto del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información 

Ambiental, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en América Latina y el 

Caribe, en la ciudad de Escazú (Costa Rica) el 4 de marzo de 2018. 

Entre los aspectos inéditos de este Acuerdo está el papel destacado de la 

participación pública, toda vez que el proceso de negociación contó con 

mecanismos de transparencia y participación activa del público. De ese modo se 

permitió una participación informada, temprana e incidente de diversos actores 

sociales de la academia, la sociedad civil y el sector privado, incorporando por 

tanto el criterio de gobernanza ambiental democrática y participativa desde un 

comienzo. Por ello se señala que,  
“al incluir una definición amplia de quiénes podían participar en la negociación generó 
un diálogo en igualdad de condiciones promoviendo, además, una constante e 
inmediata rendición de cuentas por parte de los Estados. Los negociadores de los 
países, además, podían hacer suyas las propuestas del público, las que pasaban a 
formar parte del documento de negociación”.7 

El proceso negociador concluyó con la adopción del texto final del Acuerdo de 

Escazú en marzo de 2018, que fue abierto a la firma de los 33 países de América 

Latina y el Caribe durante el 73° período de sesiones de la Asamblea General de 

las Naciones Unidas, el 27 de septiembre de 2018. Se trata de un acuerdo regional 

pionero, siendo el primer tratado regional sobre derechos humanos y medio 

ambiente, que establece compromisos vinculantes para sus Estados, y es el 

primero a nivel mundial que contiene disposiciones específicas para promover y 

proteger a los defensores de derechos humanos en asuntos ambientales.8  

En la actualidad, el Acuerdo de Escazú ha sido firmado por 24 países de la región 

y ha sido ratificado por 17 Estados que son ahora Parte de dicho acuerdo regional. 

Está vigente desde el 22 de abril de 2021.9 Entre la adopción y la entrada en vigor, 

igualmente los países signatarios tuvieron dos reuniones –con destacada 

participación del público- para avanzar en la discusión de los asuntos a tratar en 

la primera Conferencia de las Partes (COP). La primera COP del Acuerdo de Escazú 

se concretó en Santiago de Chile entre el 20 y 22 de abril de 2022. 

El propósito central del Acuerdo de Escazú es garantizar la implementación 

plena y efectiva de la tríada de los derechos de acceso en materia ambiental en 

los países de la región. Para ello, adopta un enfoque de cooperación y 

fortalecimiento de capacidades que, antes que una perspectiva sancionatoria, 

confía en la colaboración y el apoyo mutuo regional para prevenir los 

incumplimientos y reforzar las capacidades de los países para ir avanzando 

                                           
7 Durán, Valentina y Nalegach, Constance, “¿Por qué Chile…”, op. cit., p. 8. 
8 GOBIERNO DE COSTA RICA, ABC del Acuerdo de Escazú, Folleto, Gobierno de Costa Rica / PNUMA, 
San José de Costa Rica, 2018, pp. 1-2, disponible en: 
https://bvearmb.do/bitstream/handle/123456789/1249/ABC_del_Acuerdo_de_Escazu.pdf?sequence
=1&isAllowed=y [acc. 26/05/25]. 
9 MMA, “El Acuerdo de Escazú en América Latina y el Caribe”, Acuerdo de Escazú, Ministerio del Medio 
Ambiente - Gobierno de Chile, s.f., en: https://escazu.mma.gob.cl/acuerdo-de-escazu/que-es-el-
acuerdo-de-escazu/ [acc. 26/05/25]. 

https://bvearmb.do/bitstream/handle/123456789/1249/ABC_del_Acuerdo_de_Escazu.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://bvearmb.do/bitstream/handle/123456789/1249/ABC_del_Acuerdo_de_Escazu.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://escazu.mma.gob.cl/acuerdo-de-escazu/que-es-el-acuerdo-de-escazu/
https://escazu.mma.gob.cl/acuerdo-de-escazu/que-es-el-acuerdo-de-escazu/
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progresivamente en la implementación.10 Por otra parte, es un acuerdo pionero a 

nivel mundial en cuanto incluye garantías específicas para la protección de los 

defensores de derechos humanos en asuntos ambientales, respondiendo al alto 

nivel de riesgo que experimentan estos activistas en nuestra región y que, a un 

año de la vigencia del acuerdo regional, todavía sigue alcanzando niveles 

dramáticos.11 

En cuanto a los aspectos más relevantes de contenido se debe señalar, en 

primer lugar, que el Acuerdo de Escazú establece once principios rectores, entre 

los cuales destacan los de progresividad, no regresión, y pro-persona, así como 

los principios específicos del derecho ambiental como el principio preventivo, el 

precautorio, y el de equidad intergeneracional; por último, también se contempla 

el principio de soberanía permanente de los Estados sobre sus recursos naturales.  

Respecto a la tríada de derechos de acceso, se deben mencionar las obligaciones 

de transparencia activa y pasiva de los Estados, así como ciertos compromisos 

para fomentar la participación abierta e inclusiva, y para asegurar el acceso a la 

justicia ambiental.12 Entre los principales compromisos se puede mencionar, de 

manera sintética:  

1. derecho de acceso a la información ambiental  
• Generar, recopilar, poner a disposición del público y difundir la información ambiental 
relevante de manera sistemática y actualizada, con carácter oportuno, regular y 
comprensible para los destinatarios 

• Alentar la desagregación y descentralización de la información ambiental a nivel 
subnacional y local, reforzando la coordinación entre las diferentes autoridades 
públicas 
• Garantizar el acceso público a la información ambiental de acuerdo al principio de 
máxima publicidad, y entregar asistencia a personas o grupos en situación de 
vulnerabilidad para hacer sus peticiones y obtener respuestas 
• Incentivar la elaboración de informes de sostenibilidad de empresas públicas y 

privadas 
• Elaborar y difundir a intervalos regulares que no superen los cinco años un informe 
nacional sobre el estado del medio ambiente 
• Asegurar que consumidores y usuarios cuenten con información oficial, pertinente y 
clara sobre las cualidades ambientales de bienes y servicios y sus efectos en la salud 

2. derecho de acceso a la participación pública 
• Implementar una participación abierta e inclusiva en los procesos de toma de 
decisiones ambientales, y garantizar mecanismos de participación en revisiones, 
actualizaciones de proyectos y otros procesos de autorización ambiental de impacto 
significativo, sobre la base de los marcos normativos interno e internacional 
• Promover la participación pública en la toma de decisiones sobre ordenamiento del 
territorio y la elaboración de políticas, estrategias, planes, programas, normas y 

reglamentos que tengan o puedan tener impacto significativo sobre el ambiente 
• Adoptar medidas para asegurar que la participación pública sea posible desde etapas 
iniciales del proceso de toma de decisiones, con plazos razonables, debidamente 
informada, y sean tomados efectivamente en cuenta los aportes del proceso de 

                                           
10 Médici Colombo, Gastón, “El Acuerdo Escazú…”, op. cit., p. 11. 
11 Durán, Valentina y Nalegach, Constance, “¿Por qué Chile…”, op. cit., pp. 25-26; respecto a la situación 
reciente, se hace referencia a los antecedentes entregados al respecto en la primera COP del Acuerdo 
de Escazú, ver: Muñoz Ríos, Mario Daniel, “El Acuerdo de Escazú en México, a un año de su 
implementación”, InterNaciones, año 10, n° 24, enero-junio 2023, pp. 183-208, en pp. 187-190. 
12 CEPAL, Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la 
Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, adoptado en Escazú (Costa Rica) el 4 
de marzo de 2018, en vigor desde el 22 de abril de 2021, en: 
https://repositorio.cepal.org/bitstreams/a6049491-a9ee-4c53-ae7c-a8a17ca9504e/download [acc. 
26/05/25]. 

https://repositorio.cepal.org/bitstreams/a6049491-a9ee-4c53-ae7c-a8a17ca9504e/download
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participación 
• Establecer condiciones propicias para asegurar la pertinencia del proceso de 
participación, considerando las características sociales, económicas, culturales, 

geográficas y de género del público 
• Promover la participación del público en foros y negociaciones internacionales en 
materia ambiental o con incidencia ambiental, y espacios apropiados de consulta en 
asuntos ambientales en los que puedan participar distintos grupos y sectores  

3. derecho de acceso a la justicia en asuntos ambientales 
• Asegurar el acceso a las instancias judiciales y administrativas para impugnar y 

recurrir, en cuanto al fondo y el procedimiento, decisiones, acciones u omisiones que 
afecten de manera adversa el medio ambiente, con las garantías del debido proceso 
ambiental 
• Garantizar una legitimación activa amplia en defensa del medio ambiente, de 
conformidad con la legislación nacional 

• Contar con órganos estatales competentes con acceso a conocimientos 
especializados en materia ambiental, y con procedimientos efectivos, oportunos, 

transparentes, imparciales y asequibles 
• Facilitar la producción de la prueba del daño ambiental, por ejemplo con la inversión 
de la carga de la prueba y la carga dinámica de la prueba 
• Establecer mecanismos de ejecución y de cumplimiento oportunos de las decisiones 
judiciales y administrativas y mecanismos de reparación 
• Contar con mecanismos alternativos de solución de controversias en asuntos 

ambientales (mediación, conciliación, y otros)  
• Establecer mecanismos de apoyo, incluida la asistencia técnica y jurídica gratuita 
para personas o grupos en situación de vulnerabilidad 

En relación a los defensores ambientales, no se establecen nuevas categorías 

ni derechos adicionales, sino que se consagra la obligación de los Estados de 

garantizar un entorno seguro y propicio para que personas, organizaciones y 

grupos promuevan y defiendan los derechos humanos en asuntos ambientales. 

Para ello, deben tomar medidas adecuadas, efectivas y oportunas para reconocer 

y tutelar sus derechos a la vida, la integridad personal, la opinión, expresión, y 

asociación, entre otros.  

Por último, se debe señalar que el Acuerdo de Escazú se dota de una 

institucionalidad regional para fomentar la aplicación de sus compromisos, 

impulsar la cooperación y el fortalecimiento de capacidades, y examinar y apoyar 

en el cumplimiento de las obligaciones a los Estados Partes.13 Para ello cuenta con 

la Conferencia de las Partes (COP) como máximo órgano deliberativo y de decisión, 

integrado por representantes de las Partes y con una significativa participación del 

público. Hasta el momento se han celebrado tres COP, la última de ellas en abril 

de 2024. Asimismo, tiene una Mesa Directiva compuesta por una presidencia y 

cuatro vicepresidencias, elegidas por la COP, e integrada por una de las personas 

representantes electas del público, con voz pero sin voto. Por último, cuenta con 

el Comité de Apoyo a la Aplicación y el Cumplimiento del Acuerdo de Escazú, 

órgano subsidiario de la COP integrado por siete miembros expertos de carácter 

independiente, que desempeña sus funciones de carácter consultivo. 

3. La ruta para la implementación del Acuerdo de Escazú en 
Chile 

A lo largo del proceso de elaboración del Acuerdo de Escazú, Chile tuvo un papel 

de liderazgo que, sin embargo, no se tradujo en la suscripción del tratado durante 

                                           
13 CEPAL, Órganos, s.f., en: https://www.cepal.org/es/acuerdodeescazu/organos [acc. 28/05/25]. 

https://www.cepal.org/es/acuerdodeescazu/organos
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el período (2018-2020) en que estuvo abierto a la firma ante el Secretario General 

de las Naciones Unidas, depositario del mismo. Posteriormente, con el Acuerdo 

Regional ya en vigor, inició la tramitación para la adhesión en marzo de 2022, logró 

la aprobación del Congreso Nacional en mayo de ese año y depositó su adhesión 

ante el Secretario General el 13 de junio de 2022. De este modo, se convirtió en 

Estado Parte del Acuerdo de Escazú desde el 11 de septiembre de 2022.14 

Con la entrada en vigor de Escazú no se produce un cambio abrupto y 

automático en la legislación o las políticas de los países que se han hecho Parte. 

El Acuerdo fija ciertos estándares en materia de derechos de acceso y de 

protección a los defensores ambientales, que constituyen un horizonte al que 

aspiran los Estados latinoamericanos y caribeños, quienes asumen un compromiso 

general. Se trata de la obligación de implementar, de buena fe y de acuerdo a sus 

posibilidades, así como de conformidad con sus prioridades nacionales, de manera 

plena y efectiva las disposiciones del Acuerdo de Escazú. Así lo afirma el artículo 

13 que se refiere a la implementación nacional:  
“Cada Parte, de acuerdo con sus posibilidades y de conformidad con sus prioridades 
nacionales, se compromete a facilitar medios de implementación para las actividades 

nacionales necesarias para cumplir las obligaciones derivadas del presente Acuerdo”.15 

De acuerdo a la realidad de cada país, los niveles de avance previo a nivel 

regulatorio o de política, y otras consideraciones, la implementación puede 

requerir modificaciones legales, adecuaciones reglamentarias, adopción de nuevas 

políticas, o desafíos en materia de gestión.16 Para generar las condiciones y llevar 

adelante la implementación, el enfoque del Acuerdo Regional en base a la 

cooperación y el fortalecimiento de capacidades resulta esencial, alentando la 

colaboración, la asistencia técnica, el apoyo voluntaria en materia de 

financiamiento, y el aprendizaje mutuo en relación a buenas prácticas. Ello ocurre 

no exclusivamente entre los Estados Parte, sino también con el apoyo institucional 

de la CEPAL en cuanto secretaría técnica del Acuerdo de Escazú. 

Para desarrollar el proceso de implementación, los países han ido adoptando un 

enfoque sistémico, a partir de un diagnóstico previo, que les permite elaborar un 

plan de implementación con una significativa participación del público. Para ello, 

ha tenido un papel destacado el apoyo de la CEPAL, en especial mediante las 

orientaciones entregadas por la Guía para la Implementación del Acuerdo de 

Escazú. Ésta constituye un insumo para contribuir a los procesos de 

implementación nacional ya que  
“si bien el contenido de la presente guía no es preceptivo ni proporciona una 

interpretación jurídica definitiva de las disposiciones del Acuerdo, la idea es que 
constituya una referencia fácil de utilizar que los representantes gubernamentales, los 
legisladores, los responsables de formular las políticas, los funcionarios públicos, los 
académicos, los abogados y los profesionales puedan emplear al estudiar, aplicar y 
poner en práctica el Acuerdo”.17 

Por otra parte, se debe mencionar el rol de la CEPAL para el monitoreo de los 

avances nacionales a través de la gestión de un centro de intercambio de 

                                           
14 MMA, “Escazú en Chile”, Acuerdo de Escazú, Ministerio del Medio Ambiente - Gobierno de Chile, s.f., 

en: https://escazu.mma.gob.cl/acuerdo-de-escazu/que-es-el-acuerdo-de-escazu/ [acc. 26/05/25]. 
15 CEPAL, Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información…, op. cit., Artículo 13, p. 32. 
16 Durán, Valentina y Nalegach, Constance, “¿Por qué Chile…”, op. cit., pp. 21-22. 
17 CEPAL, Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la 
Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe: guía de implementación, CEPAL-
Naciones Unidas, Santiago de Chile, Abril 2023, LC/TS.2021/221/Rev.2, p. 15, en: 
https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/28aa1443-4775-4430-8f15-
13a3640bd74f/content [acc. 27/05/25].  

https://escazu.mma.gob.cl/acuerdo-de-escazu/que-es-el-acuerdo-de-escazu/
https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/28aa1443-4775-4430-8f15-13a3640bd74f/content
https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/28aa1443-4775-4430-8f15-13a3640bd74f/content
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información como es el Observatorio del Principio 10. Entre los datos aportados 

por dicho instrumento, se destacan los progresos normativos en los distintos 

pilares del Acuerdo de Escazú: 25 países han aprobado leyes de acceso a la 

información; el 76% de los países han incluido normas para promover la 

participación pública en sus leyes ambientales; 20 países permiten que cualquier 

persona o grupo presente acciones judiciales en defensa del medio ambiente; y 8 

países tienen instrumentos jurídicos específicos para proteger a los defensores 

ambientales.18 

En el caso de Chile, por una parte, la implementación implicó numerosas 

actividades de difusión y capacitación en relación con el Acuerdo de Escazú, así 

como la identificación de diversas medidas de gestión que podían ser adoptadas 

dentro de las atribuciones normativas ya existentes para implementar mejor el 

Acuerdo.19 Por otra parte, desde su adhesión comenzó un proceso integral con la 

colaboración del Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), 

realizando un diagnóstico del estado de cumplimiento en materia de los ámbitos 

comprometidos en el Acuerdo de Escazú.  

Desde mediados de 2023 desarrolló -con apoyo de CEPAL- un proceso de 

elaboración de una hoja de ruta para la implementación que permitió establecer 

las medidas prioritarias para la incorporación plena y efectiva de las disposiciones 

del Acuerdo Regional en nuestro país. Este proceso tuvo varias etapas, que 

permitieron una participación temprana del público, de manera oportuna e 

informada, para elaborar el anteproyecto del Plan Nacional de Implementación 

Participativa del Acuerdo de Escazú Chile 2024-2030 (PIPE). Posteriormente, se 

realizó una nueva fase participativa en la forma de una consulta pública, antes de 

que el Plan fuera aprobado por el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad y 

el Cambio Climático el 15 de abril de 2024.20 

En cuanto a sus contenidos, el Plan Nacional está organizado en torno a cinco 

áreas estratégicas que responden a los principales tópicos del propio Acuerdo 

Regional. Cada área estratégica presenta un objetivo y un conjunto de acciones 

generales orientadas a su logro, que tienen asignadas autoridades responsables y 

el período de implementación previsto.21 

 
Tabla 1. Áreas estratégicas y objetivos del Plan Nacional de Implementación 

ÁREA ESTRATÉGICA OBJETIVO 

 
 
1. Acceso a la información ambiental 

Implementar un sistema eficiente y 
accesible para el manejo de la información 
ambiental garantizando el acceso gratuito, 
la generación y actualización continua y la 
comprensión amplia de los datos por todas 
las personas interesadas 

 
 

Fortalecer los marcos de participación 
ciudadana en la gestión ambiental a nivel 

                                           
18 CEPAL, Observatorio del Principio 10 en América Latina y el Caribe, s.f., en: 
https://observatoriop10.cepal.org/es [acc. 28/05/25].  
19 CEPAL / GOBIERNO DE CHILE, Ruta para la implementación del Acuerdo Regional sobre el Acceso a 
la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe en Chile, CEPAL-Naciones Unidas, Santiago de Chile, Septiembre 2024, 
LC/TS.2024/76, pp. 11-12, en: https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/6ff923df-ccbf-
494f-9628-44e3e053237e/content [acc. 26/05/25]. 
20 Según los antecedentes entregados por el Ministerio del Medio Ambiente, ver: MMA, “Escazú en 
Chile”, op. cit.; asimismo, CEPAL / GOBIERNO DE CHILE, Ruta para la implementación…, op. cit., p. 9. 
21 CEPAL / GOBIERNO DE CHILE, Ruta para la implementación…, op. cit., pp. 55-67. 

https://observatoriop10.cepal.org/es
https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/6ff923df-ccbf-494f-9628-44e3e053237e/content
https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/6ff923df-ccbf-494f-9628-44e3e053237e/content
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2. Participación pública en los procesos de 
toma de decisiones ambientales  

nacional, regional y local, alineándolos con 
los principios y estándares del Acuerdo de 

Escazú, para garantizar una toma de 
decisiones abierta e inclusiva y fomentar 
el rol activo de personas, grupos u 
organizaciones, especialmente de aquellas 
en situación de vulnerabilidad 

 

 
 
3. Acceso a la justicia en asuntos 
ambientales 

Potenciar la educación y la difusión de 

herramientas de acceso a la justicia 
ambiental; facilitar la asistencia legal y 
técnica, y promover reformas y 
procedimientos eficientes para asegurar 
las garantías del debido proceso en 
asuntos medioambientales, con especial 

atención a las personas y los grupos en 
situación de vulnerabilidad 

 
 
 
4. Defensoras y defensores de los 

derechos humanos en asuntos 
ambientales 

Generar mayor conocimiento y 
reconocimiento a la labor que realizan 
personas, organizaciones y grupos que 
promueven y defienden los derechos 

humanos en asuntos ambientales a través 
de acciones de comunicación, 
sensibilización y capacitación. Asimismo, 
establecer un mecanismo que prevenga, 
proteja y dé respuesta en caso de 
situaciones de amenaza, ataque o 
intimidación 

 
 
5. Fortalecimiento de capacidades y 

cooperación 

Promover instancias para el 
fortalecimiento de las capacidades y la 
sensibilización ambiental de diversos 

actores de la sociedad; y espacios de 
cooperación, alianzas e intercambios entre 

países, para brindar apoyo mutuo en la 
implementación del Acuerdo de Escazú 

Fuente: Elaboración propia, en base a CEPAL / GOBIERNO DE CHILE (2024) 

 

En el plano institucional, el Plan Nacional conformó un sistema de gobernanza 

para la implementación del Acuerdo de Escazú, que incorpora a las entidades 

públicas responsables de implementarlo y establece formas de vinculación con 

diversos actores sociales (de la academia, el sector privado y la sociedad civil) 

mediante instancias nacional y regionales de diálogo y colaboración. En ese 

sentido, se destaca que los principios de participación activa y significativa del 

público, como la transparencia en la gestión de asuntos ambientales son principios 

clave para la gobernanza. De hecho, la perspectiva de la gobernanza “aboga por 

la inclusión de múltiples actores en la formulación de políticas ambientales”. Al 

mismo tiempo, requiere de mecanismos de control interdependientes, de tal forma 

que mientras la gobernanza establece políticas y directrices, el control garantiza 

que se cumplan y se sigan de manera adecuada.22 

El sistema de gobernanza está liderado por el Consejo Nacional Estratégico 

Público-Privado integrado por 17 representantes de diversas instituciones y 

organismos del sector público y 14 representantes del público (sector privado, 

academia y sociedad civil), siendo presidido por el Ministerio del Medio Ambiente 

                                           
22 Ibíd., p. 37. 
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y tendrá una secretaría técnica compartida entre este Ministerio y la SEGPRES.  Es 

una instancia consultiva representativa de los distintos sectores de la sociedad que 

está orientada a hacer seguimiento de la implementación del Plan Nacional, 

pudiendo recibir reportes de los avances, responder consultas que le realicen, y 

realizar observaciones y recomendaciones. Debe generar anualmente una 

instancia funcional de diálogo abierto al público, denominada Grupo Ampliado 

Público-Privado, en que dará cuenta de los avances del Plan Nacional y escuchará 

a los actores de la sociedad civil, academia, sector privado y público.23 

El sistema se complementa con la creación de Comités Estratégicos Regionales 

que, en cada región, podrá adoptarse por la forma del consejo consultivo regional 

del Ministerio del Medio Ambiente vigente o de un comité estratégico regional por 

Escazú creado específicamente. En cualquiera de los casos, tendrán por objetivo 

dar seguimiento a la implementación del Plan Nacional acorde a la realidad 

regional, y estarán integrados por 8 representantes del sector público (incluyendo 

del Gobierno Regional y de los municipios) y 8 representantes del público siendo 

presididos por el Seremi de Medio Ambiente.24 

Por último, se establece un mecanismo de ejecución y control del Plan Nacional, 

para dar seguimiento y evaluar regularmente la implementación de las acciones 

relacionadas con el Plan. El Ministerio del Medio Ambiente -en coordinación con 

SEGPRES- lidera este mecanismo, y debe hacer llegar a las instituciones públicas 

nacionales y subnacionales competentes el Plan Nacional para que éstas puedan 

comprometer medidas acordes a éste. Asimismo, debe sistematizar y publicar en 

su sitio web los compromisos por institución para su seguimiento anual, lo que 

también permite su monitoreo por el público. Las instituciones comprometidas 

deben realizar reportes, al menos una vez al año, sobre avances en las medidas, 

lo que permitirá también contar con indicadores de avance que serán insumos para 

el Consejo Nacional Estratégico. De este modo, se pueden identificar desafíos y 

obstáculos, lo que permite al sistema de gobernanza ajustar el enfoque y las 

políticas para tener un cumplimento más efectivo del plan nacional.25 

De acuerdo a la información más reciente del Ministerio del Medio Ambiente, 

actualmente el Plan está en proceso de instalación del mecanismo de ejecución y 

control, así como en la conformación del sistema de la gobernanza de Escazú.26 

 

 

                                           
23 Ibíd., pp. 39-41. 
24 Ibíd., pp. 42-44. 
25 Ibíd., pp. 69-72. 
26 MMA, “Escazú en Chile”, op. cit. 


